
“Solo cabe concluir que la re-
solución impugnada se encuen-
tra teñida de ilicitud, en cuanto
no fue dictada por el tribunal
que para ello determina el orde-
namiento jurídico, sino que, por
uno distinto de aquel, que care-
cía de facultades, quien debió li-
mitarse a remitir al juzgado
competente los requerimientos
que le fueron efectuados por los
internos”, señala el fallo de la
Corte de Apelaciones de Santia-
go que de manera unánime dejó
sin efecto la autorización del
juez de garantía Daniel Urrutia
para que un grupo de reos de al-
ta peligrosidad pudiera efectuar
videollamadas. 

Además, la Séptima Sala del
tribunal de alzada capitalino
—integrada por los ministros Li-
lian Leyton y Tomás Gary, ade-
más del magistrado suplente
Fernando Valderrama— resol-
vió que el caso fuera enviado al
pleno “para los fines pertinen-
tes”, debido a las “irregularida-
des evidenciadas”. Esto, ade-
más, abre la posibilidad de una
eventual sanción al magistrado.

La controversia se inició luego
que Gendarmería apelara, por
razones de seguridad, a lo deci-
dido por el juez Urrutia, del Sép-
timo Juzgado de
Garantía de Santia-
go, resolución que
había sido también
cuestionada desde
el Gobierno y en el
mundo pol í t ico.
Para ello la institu-
ción penitenciaria
presentó un recur-
so ante la Corte de Santiago, lo
que paralizó la orden temporal-
mente.

Decisión sin
fundamento

Como ninguna de las medidas
cautelares fue decretada por el
Séptimo Juzgado de Garantía, di-
ce el fallo, este “carecía por com-
pleto de facultades para conocer
de las solicitudes y presentacio-
nes realizadas por los internos”.

Añade que las autorizaciones
“fueron adoptadas de plano por
el tribunal de primer grado, sin

oír a los intervinien-
tes —lo que resulta
improcedente aun
cuando se trate de
una persona privada
de libertad con moti-
vo de una resolución
emanada del juzgado
de garantía que inte-
gra el juez a cargo de

la visita de cárcel—, defecto pro-
cesal que no puede ser salvado
por la realización posterior de
una audiencia —por cierto, au-
toconvocada por el mismo juez
(…)—, en la que se mantuvieron
las mismas, sin esbozar funda-
mentación alguna sobre el por-
qué de tal decisión”.

Y puntualizan que las solicitu-
des que pueden efectuar los in-
ternos se refieren “al trato que
estos reciben” sobre “cuestiones
alimentarias y a inconvenientes

con sus defensas”.
Subrayan que al dar estas au-

torizaciones el juez Urrutia “no
solo se arrogó facultades de las
que carece (…), sino que también
adoptó medidas frente a supues-
tos de hecho no previstos en el
(…) Código Orgánico de Tribu-
nales, lo que reafirma la ilegali-
dad de su proceder”, así como
que su decisión fue “en absoluta
contrariedad con las normas ad-
ministrativas que regulan la se-
guridad al interior de los estable-
cimientos penitenciarios”.

Contravención a
normas administrativas
penitenciarias

Tras el fallo, penalistas consi-
deran adecuad el criterio del tri-
bunal de alzada. Así, el profesor
de la Universidad Diego Porta-
les (UDP), Fernando Londoño,
estima que “se trata de una reso-
lución clara, contundente y que

debe compartirse”, mientras
que su par de la Universidad de
los Andes, Tatiana Vargas, plan-
tea que el juez Urrutia “no tenía
facultades y se extralimitó”.

La académica agrega que “en
principio, la sentencia que deja
sin efecto las autorizaciones pa-
rece especialmente dura; sin em-
bargo, hay normas que regulan
tanto las medidas cautelares co-
mo las visitas carcelarias”.

“Ya no se trata de mirar a un
régimen penitenciario especial,
más duro para condenados es-

pecialmente peligrosos, que no
existe en Chile, sino de revisar
un contexto cautelar previo que
está regulado”, comenta.

Londoño, por su parte, estima
que aunque la resolución evita re-
ferirse a cuestiones de fondo, “co-
mo las razones por las que las vi-
deoconferencias son problemáti-
cas para la seguridad, que lo son,
no por ello deja de ser contunden-
te en su razonamiento y decisión”.

“Así, declara la nulidad e ilega-
lidad de las autorizaciones, tanto
por falta de competencia del

juez”, dice, “como por cuestiones
de forma o procedimiento”.

También, agrega, “por contra-
venir las normas administrati-
vas penitenciarias, especialmen-
te la Resolución 2081de Gendar-
mería, que aprueba el Manual de
Funcionamiento de la Unidad
Especial de Alta Seguridad”.

Vargas destaca que la senten-
cia se refiere a “las razones de
peligro que pueden incidir di-
rectamente en la restricción de
derechos relativos a la comuni-
cación de detenidos con otros”, y
explica que este asunto “solo
aparece en normas administrati-
vas, que la Corte tiene, por cier-
to, en cuenta”, en referencia al
reglamento de establecimientos
carcelarios y al manual de fun-
cionamiento de la Unidad Espe-
cial de Alta Seguridad, “que per-
mite restringir comunicaciones
por razones de seguridad”.

Tomando en consideración lo
ocurrido en este caso, advierte
que “sería deseable que la consi-
deración sustantiva de requeri-
mientos, derechos y fundamen-
tos de seguridad sean regulados
por ley, especialmente cuando
se trate de presos condenados en
cárceles de alta seguridad”.

Solicitudes de llamadas
“no son objeto de
revisión en las visitas”

La profesora de la Universidad
de los Andes también destaca
que la Corte, al referirse a aspec-
tos formales, además de señalar
la falta de competencia del juez
también cuestiona “la extralimi-
tación del objeto de las visitas
carcelarias, que solo tienen por
fin recibir requerimientos sobre
el trato que reciben en estableci-
mientos carcelarios, cuestiones
de alimentos e inconvenientes
vinculados con sus defensas”.

“En este segundo aspecto apa-
recen argumentos más de fondo,
al limitar las materias o temas
sobre los que pueden realizar re-
querimientos los presos, aunque
no estén condenados. Las solici-
tudes de llamadas y visitas ínti-
mas no son objeto de revisión en
las visitas”, plantea. 

Había autorizado videollamadas para un grupo de reos de alta peligrosidad:

Corte anula y pasa a pleno decisión de
juez Urrutia por estar “teñida de ilicitud”:
penalistas comparten reparos

ALEJANDRA ZÚÑIGA El tribunal de alzada capitalino resolvió en favor del recurso de apelación presentado
por Gendarmería y señaló que el magistrado “carecía de facultades” para otorgar los
permisos a los internos que lo solicitaron. 

A fines de enero pasado el magistrado del Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, Daniel Urrutia, aprobó las cuestionadas autorizaciones, que fueron
apeladas por Gendarmería por razones de seguridad. 
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REVISIÓN
El envío del caso al
Pleno de la Corte
podría significar

eventuales sanciones
para Urrutia. 

“(El juez Urrutia) no solo se arrogó facultades
de las que carece (…), sino que también adoptó
medidas frente a supuestos de hecho no
previstos en el (…) Código Orgánico de
Tribunales, lo que reafirma la ilegalidad de
su proceder”. 

EXTRACTO DEL FALLO DE LA CORTE DE APELACIONES DE SANTIAGO 

C 8 SÁBADO 9 DE MARZO DE 2024NACIONAL

Hoy, a partir del mediodía,
se inicia oficialmente el trabajo
de campo del Censo 2024, or-
ganizado por el Instituto Na-
cional de Estadísticas (INE),
cuando las 24.500 personas se-
leccionadas empiecen a ir casa
por casa a nivel nacional para
recabar información de quié-
nes habitan en el país, labor que
se extenderá por casi tres me-
ses, hasta el próximo 2 de junio.

Este año, el proceso estará
marcado por diversas noveda-
des con respecto a ediciones
anteriores, especialmente por
el énfasis en resguardar la se-
guridad de los involucrados.
Es por ello que, ante la preocu-
pación ciudadana por la delin-
cuencia, se estableció como
norma que las entrevistas se
realizarán en la puerta del do-
micilio y, además, los censistas
contarán con un código QR
que se puede escanear para ve-
rificar su identidad.

El cuestionario contiene 50
preguntas y se estima que to-
me 20 minutos en ser respon-
dido en un hogar en donde re-
siden tres personas. En el caso

de que no haya nadie en la ca-
sa, se dejará una carta con un
código único de acceso para
que puedan responder los da-

tos requeridos vía web y, si la
familia no realiza este trámite,
se volverá a visitar el hogar.

En esta ocasión, además, se
elimina el uso de papel en la
recolección de los datos y los
censistas tendrán dispositivos
móviles en los cuales las res-
puestas quedarán inmediata-
mente registradas en la base
de datos del INE. El organis-
mo habilitó en la página web

del Censo un espacio en donde
se podrá verificar cada día si
los entrevistadores pasaran
por el sector donde se reside,
para así estar preparado y
quedarse en la casa.

La entrevista consta de cua-
tro áreas temáticas, con pre-
guntas sobre el tipo de vivien-
da, los servicios a los que se tie-
ne acceso, la cantidad de indi-
viduos que habitan el hogar y,
además, 31 consultas que per-
mitirán caracterizar a cada uno
de los residentes. 

Cualquier mayor de 18
años puede responder las
preguntas sobre los residen-
tes del hogar y los encargados
del proceso han pedido “ha-
cer la tarea” de revisarlas an-
tes. De no contestar el censo,
los c iudadanos arr iesgan
multas cercanas a los $300
mil de acuerdo con lo que se
fija en la Ley 17.374.

Luego de que termine el tra-
bajo de campo en junio, el INE
proyecta entregar a fines de
este año o principios de 2025
los primeros resultados con el
recuento de viviendas y po-
blación censada. Después, a
inicios de 2026, daría a cono-
cer las cifras detalladas de ca-
racterización de los habitan-
tes del país obtenidas del
cuestionario.

A diferencia de 2017, este se extenderá por tres meses:

Comienza Censo 2024, con más de 24
mil personas desplegadas por el país

Esta edición tendrá énfasis en la seguridad, por lo que las
entrevistas se realizarán en la puerta de los hogares. 
J.P. GUZMÁN

ZONAS EXTREMAS .—Aunque el censo parte formalmente hoy, en Cabo
de Hornos ya se hizo un operativo especial junto a las FF.AA. En la foto, el
proceso en la isla Lennox.
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A más de diez años de que fue-
ra comprometida la construc-
ción del Hospital de Quellón, en
medio de protestas por la crisis
de atención de salud en la comu-
na más austral de la Isla Grande
de Chiloé, cuya población supe-
ra los 35 mil habitantes, el Servi-
cio de Salud de Chiloé confirmó
que las obras están completa-
mente terminadas.

Sin embargo, el centro asisten-
cial deberá esperar a su puesta en
marcha definitiva, “ojalá antes de
fin de año”, debido a que se de-

ben subsanar observaciones para
cumplir normas técnicas y se está
comprando equipamiento.

Asimismo, las obras comple-
mentarias que facilitarán un ac-
ceso expedito a la escarpada zona
donde fue construido suman
más de 94% de avance. 

Con 17 mil m2 construidos, 12
mil más que el actual edificio,
tendrá 57 camas, dos pabellones
quirúrgicos, hemodiálisis para
24 pacientes y cámara hiperbári-
ca, vital en una zona de intensa
actividad de buzos mariscadores
y de las industrias acuícola y sal-
monicultura. 

Comprometido en 2013: 

Nuevo Hospital de Quellón
está terminado, pero aún no
puede comenzar a atender 

Construcción se encuentra lista, aunque
deben resolverse observaciones y equiparla.
SOLEDAD NEIRA FARÍAS

La construcción se inició en 2018 con una inversión de más de $42 mil
millones para atender a 35 mil residentes y una extensa población flotante.
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n “DISOLVER CARABINEROS”. Varias han sido las polémicas en
las que se ha visto envuelto el juez Daniel Urrutia y que lo han
enfrentado con otros tribunales a lo largo de su carrera. 
Uno de los últimos episodios ocurrió el año pasado, cuando el
magistrado decidió inhabilitarse en el caso Pío Nono —ocurrido en
el contexto del estallido—, luego que las defensas plantearan
aprensiones a su imparcialidad por comentarios que había efec-
tuado en redes sociales, donde es un frecuente y opinante usuario. 
En ese contexto, el juez había manifestado, por ejemplo, que se
debía “disolver Carabineros”.

n LOS “PRIMERA LÍNEA”. Durante 2023, Urrutia fue sancionado con una amonesta-
ción privada por la Corte Suprema debido a hechos ocurridos en 2020, cuando se autoa-
signó una causa y, de oficio, sustituyó la prisión preventiva ordenada por arresto domicilia-
rio total a un grupo de 13 imputados identificados por la policía como de la “primera línea”.
Todos ellos habían sido detenidos por Carabineros por desórdenes en la vía pública y
tras la decisión de Urrutia, que justificó por el contexto de la pandemia, el pleno de la
Corte de Apelaciones de Santiago se reunió de forma extraordinaria el mismo día y
revocó la resolución. Luego fue apartado de sus funciones y enviado a un juzgado de
cobranzas, pero finalmente se anuló su traslado y se le permitió volver al Séptimo
Juzgado de Garantía de Santiago.

n PRESCINDENCIA POLÍTICA. Otra de sus polémicas ocurrió en el
período del debate constitucional, en 2022, cuando fue investigado por
falta de prescindencia política debido a publicaciones efectuadas, nue-
vamente en su cuenta de X —ex Twitter— en favor de la opción Aprue-
bo en el primer plebiscito. Pese a ello, tras la indagatoria ordenada por
el tribunal de alzada capitalino, el magistrado finalmente fue sobreseído. 
No obstante estos enfrentamientos con las cortes, también cuenta con
un fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su favor,
por estimarse que se habían vulnerado sus “derechos a la libertad de
pensamiento y expresión”.

POLÉMICAS CON TRIBUNALES Y SUMARIOS ABIERTOS CONTRA EL MAGISTRADO

$300 mil
es la multa aproximada que
puede recibir una persona si no

contesta el censo.

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

09/03/2024
      $7.691
     $13.136
     $13.136

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
      58,55%
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Frecuencia:
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